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HOMICIDIO Y OTRO / BENEFICIO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS PARA AUSENTARSE TEMPORALMENTE DEL ESTABLECIMIENTO DE RECLUSIÓN / NO CUMPLE LOS REQUISITOS. [L]a Sala debe ser enfática en establecer que la ley impone unas cargas al sentenciado para acceder al permiso previsto en el articulo 147 del Código penitenciario y carcelario, entre ellas  está la contemplada en el numeral 4º, esto es que el sentenciado no registre fuga ni durante el proceso ni en el tiempo de la ejecución de la pena; situación que ya de entrada conspira en contra de los intereses del señor TAPASCO, pues independientemente de las razones que haya tenido para ello, él registra una evasión a la pena privativa de la libertad que le fuera impuesta por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, y ello no puede ser desconocido por las autoridades judiciales, menos aun cuando se sabe que en la actualidad se encuentra cumpliendo su pena porque fue recapturado y no porque él voluntariamente se haya presentado ante la justicia para tales fines. 
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: Homicidio y otro
Procedencia
: Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

ASUNTO
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el defensor y el sentenciado RORY ALEXÁNDER TAPASCO, contra el proveído fechado el 28 de abril de 2017 mediante la cual el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad le negó la solicitud de permiso de 72 horas para abandonar temporalmente el Establecimiento de Reclusión.
HECHOS

Se extracta de la actuación que el señor RORY ALEXÁNDER TAPASCO fue condenado por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas-Risaralda y se le impuso una pena de 232 meses de prisión al reprocharle responsabilidad penal en el ilícito de homicidio y porte ilegal de armas de fuego de defensa personal, según sentencia emitida el 6 de noviembre de 2008.
Mediante auto interlocutorio No. 0276 del 22 de abril de 2015, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué-Tolima, le impartió aprobación a solicitud de permiso de 72 horas por fuera del centro de reclusión; sin embargo el mismo le fue revocado a través del auto interlocutorio No. 945 del 22 de octubre de ese mismo año, por cuanto en la salida del 30 de junio al 3 de julio de 2015 no llegó a tiempo y apareció en el penal el 6 de julio de 2015, y a pesar de ello se le volvió a conceder permiso del 31 de agosto al 3 de septiembre de esa anualidad, sin que regresara al penal, razón por la cual el establecimiento de reclusión de “Picaleña”, por medio de la resolución 2157 del 1º de octubre de 2015 le dio de baja por vía administrativa del parte general de internos por fuga. Posteriormente, se ordenó su remisión al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por haber sido el primer despacho encargado de la vigilancia de su pena y por ende competente para tales efectos en lo sucesivo. 

De acuerdo a lo anterior, el 19 de noviembre de 2015 el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local asumió nuevamente el conocimiento de este asunto y expidió las correspondientes órdenes de captura en contra del señor RORY ALEXÁNDER TAPASCO toda vez que registraba fuga del centro de reclusión, misma que se hiciera efectiva el 6 de mayo de 2016, momento desde el cual se encuentra detenido en el EPMSC de Pereira.  
El 9 de febrero de la presente anualidad, el defensor del procesado allegó al Despacho solicitud de permiso administrativo de 72 horas, razón por la cual el 13 de esas mismas calendas, el A-quo solicitó dar traslado de la misma a la Dirección del centro carcelario de Pereira, para que allegara la documentación pertinente para el estudio del mismo. El 27 de abril de 2017 se recibió respuesta y documentación proveniente del EPMSC de Pereira. 
AUTO IMPUGNADO
El Juez A quo, mediante decisión proferida el 28 de abril de 2017 niega la concesión del beneficio administrativo de 72 horas, por el no cumplimiento de los requisitos objetivos para poder acceder ello, esto por cuanto el concepto emitido por el Consejo de Disciplina del EPMSC de Pereira fue desfavorable, toda vez que el interno solicitante presenta una anotación por fuga de presos cuando en una anterior oportunidad disfrutaba del mencionado permiso. 

LA ALZADA
Inconforme con la decisión de instancia, el 9 de mayo del año que transcurre, el abogado defensor del señor TAPASCO presentó escrito sustentando la alzada, en el mismo dice que el señor Juez de primer nivel en momento alguno tuvo en cuenta las razones que llevaron a su representado a no volver a presentarse al Establecimiento de Reclusión de Picaleña cuando le fue otorgado el permiso de salida por 72 horas en el mes de agosto del año 2015, y simplemente analizó los presupuestos de procedibilidad para conceder el beneficio pedido; en razón de ello, solicita el señor defensor que se decrete la nulidad de la decisión prealudida. Aunado a lo anterior, reitera los argumentos de su petición inicial transcribiéndolos, y señalando que de lo inicialmente expuesto en la solicitud, lo único que ha cambiado es que el padre del señor RORY falleció dado su grave estado de salud. 
Por otra parte, el señor RORY ALEXÁNDER TAPASCO fue llamado por parte del Despacho para ser escuchado respecto a sus argumentos para apelar la decisión de instancia, manifestando que no estaba de acuerdo con que se le negara el permiso porque dice que si bien es cierto en el tercer permiso que se concedió cuando se encontraba recluido en Ibagué-Tolima, él no volvió a presentarse a la cárcel, si presentó las excusas, indicando haber tenido dos razones para tal cosa, la primera fue la situación de salud de su padre, quien requería sus cuidados, pues su madre trabajaba todo el día y no podía hacerse cargo de él y no había nadie más en la familia que les ayudara a cuidarlo; y la otra razón, es que su vida corría peligro en esa penitenciaria y por ello desde el año 2012 estaba pidiendo su traslado. Señala que no considera justo que el Juez no hubiese revisado sus argumentos frente al porqué se fugó; añade que en la actualidad se encuentra descontando pena y tiene una conducta ejemplar, además de que considera necesario el poder compartir en estos momentos tiempo con su familia, ya que hace un año no lo hace y su padre falleció hace tres meses. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA
Competencia.
De acuerdo con lo estipulado en el artículo 33, numeral 6º de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para resolver el recurso de apelación impetrado por el señor  RORY ALEXÁNDER TAPASCO y su defensor, en contra de la decisión asumida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
Planteamiento jurídico.

El problema jurídico se circunscribe a establecer si es viable o no  concederle al señor RORY ALEXÁNDER TAPASCO el beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión.
Solución. 

Para el caso que hoy nos convoca, resulta importante aclarar qué son los beneficios administrativos en cuanto al cumplimiento de una pena de privación de la libertad, para ello, se hace necesario traer a colación lo establecido en el artículo 146 de la Ley 65 de 1993 que dice: 

“ARTICULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaría abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

Con ello, es viable decir que esos beneficios administrativos son oportunidades que se le brindan a los condenados para, de cierta manera, ir preparándolos poco a poco para que nuevamente afronten la vida en libertad y empiecen a tener una mejor convivencia con la comunidad y sus familias, entendiendo esta última como el núcleo esencial de la sociedad:

“En cuanto tiene que ver con los beneficios administrativos, se trata de una denominación genérica dentro de la cual se engloban una serie de mecanismos de política criminal del Estado, que son inherentes a la ejecución individual de la condena. Suponen una disminución de las cargas que deben soportar las personas que están cumpliendo una condena y que, en algunos casos, pueden implicar la reducción del tiempo de privación efectiva de la libertad dispuesto en la sentencia condenatoria o una modificación en las condiciones de ejecución de la condena.”

En ese orden de cosas, se tiene que el artículo 147 de la norma en cita habla del permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del penal señalando los requisitos para acceder a ello.

“ARTICULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos:

1. Estar en la fase de mediana seguridad.

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta.

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial.

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria.
5. Modificado por el art. 29, Ley 504 de 1999. No estar condenado por delitos de competencia de jueces regionales.

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina.

Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género.” (Negrillas nuestras)
Frente al tema dijo la Corte Suprema de Justicia: 

“El artículo 146 del Código Penitenciario y Carcelario prevé varios beneficios administrativos, que son regulados por los cánones siguientes, con la característica que se trata de facultades otorgadas a la autoridad penitenciaria, para que sea ejercidas –sin que ello implique arbitrariedad– previa aprobación del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, por suponer cambios en las condiciones de ejecución de la pena (no en su duración). Así, todas esas disposiciones se caracterizan por el uso del verbo “podrá”, que es indicativo de una potestad o facultad.”
 
Teniendo claro que los permisos administrativos suponen la modificación de las condiciones mediante las cuales un condenado purga su pena, se hace necesario que los mismos sean consultados con los jueces de ejecución de penas y concretamente con aquel que sea encargado de vigilar la pena de esa persona específicamente; lo que se puede traducir en que las directivas de los centros de reclusión, cuando se trata de beneficios administrativos, son un simple intermediario entre los penados y los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, puesto que son estos últimos quienes determinan si el solicitante puede o no acceder a lo pedido. Así las cosas, el numeral 5º del artículo 38 del Código de Procedimiento Penal ha establecido como una de las funciones de los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad la de “aprobación previa de las propuestas que formulen las autoridades penitenciarias o de las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos que supongan una modificación en las condiciones de cumplimiento de la condena o una reducción del tiempo de privación efectiva de libertad.” 

De allí que se haga evidente que todas las decisiones que tengan que ver con reducciones en el tiempo efectivo de reclusión de un condenado tengan que ser conocidas por parte de los jueces de ejecución de penas, para que sean éstos quienes determinen la viabilidad o no de los mismos.
Al descender al punto objeto de censura, la Sala debe ser enfática en establecer que la ley impone unas cargas al sentenciado para acceder al permiso previsto en el articulo 147 del Código penitenciario y carcelario, entre ellas  está la contemplada en el numeral 4º, esto es que el sentenciado no registre fuga ni durante el proceso ni en el tiempo de la ejecución de la pena; situación que ya de entrada conspira en contra de los intereses del señor TAPASCO, pues independientemente de las razones que haya tenido para ello, él registra una evasión a la pena privativa de la libertad que le fuera impuesta por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, y ello no puede ser desconocido por las autoridades judiciales, menos aun cuando se sabe que en la actualidad se encuentra cumpliendo su pena porque fue recapturado y no porque él voluntariamente se haya presentado ante la justicia para tales fines. 
Aunado a lo anterior, el concepto del Consejo de Disciplina del EPMSC de Pereira fue desfavorable precisamente por ese mismo tema, lo que implica que tampoco se cumple con el requisito dispuesto en el numeral 6º de la norma transcrita párrafos atrás. 
En ese orden de cosas es más que claro que el señor RORY ALXÁNDER TAPASCO no llena el total de los requisitos exigidos por la ley para que le sea concedido el permiso reclamado, y es que no se trata de que se le reactive el que en el pasado le había concedido el juzgado de ejecución de penas de Ibagué, por cuanto el mismo se le revocó, y la reactivación como él la llama sólo sería viable si se le hubiese suspendido, sino que aquí lo que se debe analizar es esa nueva solicitud que su abogado hizo para tal fin, análisis que ya se dijo, le es desfavorable a sus intereses.
Además de lo que ya se ha dicho, revisado el expediente, encontró esta Colegiatura que al señor TAPASCO no solo se le revocó el permiso que se le había concedido por la fuga, sino que además se le había iniciado un proceso para la interrupción del mismo con anterioridad ya que en la segunda salida que se le otorgó, del 30 de junio al 3 de julio de 2015, no se presentó cuando debía reingresar, sino que lo hizo tres días después, esto es el 6 de julio de ese año, situación que por sí sola ya ameritaba la suspensión hasta por un término de 6 meses del permiso, tal como lo establece el párrafo final del artículo 147 de la Ley 95 de 1993. 
En ese orden de cosas, es evidente, se reitera, que el señor RORY ALEXÁNDER no cumple con los requisitos objetivos para acceder al permiso de hasta 72 horas por fuera del penal, además de que su actuar en el momento en que el mismo se le concedió dejó entrever que aún no está preparado para asumir la responsabilidad que tal beneficio representa para una persona privada de la libertad a quien se le permite una reincorporación temporal a la sociedad, precisamente como una manera de prepararlo para volver a hacer parte de esta, pero aquí lo que se puede entrever es que en RORY ALEXÁNDER la función resocializadora de la pena no se está cumpliendo por cuanto él no ha interiorizado sus deberes ante la sociedad y ante las autoridades, lo que implica que no hay ninguna garantía de que no va a incumplir nuevamente los compromisos que adquieren los condenados al momento en que se les autoriza el poder salir del penal sin vigilancia alguna hasta por un lapso de 72 horas. 

Finalmente, en los reparos que hacen tanto el procesado como su abogado defensor de que el A-quo no analizó las explicaciones dadas por él en punto de las razones que tuvo para no regresar a la Cárcel de Picaleña en el 3 de septiembre de 2015 como era su obligación hacerlo, es menester señalarles que este no es el escenario para presentar tales excusas, pues ello debió realizarlo en su momento ante el Despacho que le concedió y posteriormente le revocó el permiso que se le había concedido y por el cual se encontraba por fuera del penal durante esas calendas; sin embargo, es evidente que tal cosa no la hizo en su momento, es más no se avizora que hubiese tratado de hacerlo cuando fue capturado nuevamente, de allí que no sean de recibo las mismas ahora, cuando ha transcurrido más de un año desde entonces. 
De otro lado, en cuanto a que el Juez se tardó en resolver el asunto, dentro del expediente se encuentra que ello se debió a que el EPMSC de Pereira se tardó casi dos meses en remitirle al Despacho las certificaciones e información pertinente para poder realizar el estudio del beneficio pedido, por ende esa mora que tanto reprocha el señor defensor no le es imputable al fallador sino al establecimiento de reclusión, que durante ese término realizó entre otras cosas, la visita domiciliaria a la casa del procesado a fin de verificar las condiciones de seguridad y habitabilidad del mismo, tal como se aprecia a folios 123 a 127 del expediente. 
Con base en lo antes expuesto, concluye la Sala que no le asiste razón a la parte recurrente, motivo por el cual el proveído impugnado será confirmado en su totalidad.
Por el merito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial del Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, el día 28 de abril de 2017, por medio de la cual no aprobó el beneficio administrativo de permiso hasta por 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión, al condenado RORY ALEXÁNDER TAPASCO.

SEGUNDO: ORDENAR la devolución de la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia C-312 de 2002. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Rad. 80.464 (STP10402-2015) del 6 de agosto de 2015, M.P. Dr. Eyder Patiño Cabrera. 
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